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Cuando las personas acuden a la Oficina sin encontrar solución a 
sus problemas, a veces, intervenimos directamente ante el órgano 
correspondiente, como fue el caso de una madre de una alumna de 16 
años que estaba estudiando Formación Profesional, y para la realización 
de las prácticas le exigían la vacuna de hepatitis B y mantoux.

A pesar de esta exigencia, la vacuna no le fue proporcionada ni en el 
centro de salud ni en medicina preventiva. Ante tal eventualidad la 
Institución contactó con el servicio de Salud Responde, que nos remite 
al distrito sanitario donde tras diversas gestiones conseguimos que la 
menor recibiera la vacuna demandada.

3.2.2.2.  Derecho a la educación

Los asuntos que han acaparado mayor protagonismo en el ámbito 
educativo durante el año 2016 han ido referido al acceso al servicio 
complementario de comedor escolar y la violencia entre iguales o acoso 
escolar.

La situación de crisis económica que sigue 
amenazando a las familias determina que 
uno de los problemas que más demandan 
los ciudadanos es conseguir una plaza en el 
servicio complementario de comedor escolar, 
especialmente las familias monoparentales.

Como ejemplo citamos la siguiente consulta: 
“Mi hija está en el comedor escolar desde los 3 
años. Trabajo como celadora y tengo un sueldo 
de 1000 euros mensuales. No tengo ningún 
apoyo familiar y mi horario laboral no me 
permite recoger a mi hija a las dos de la tarde 
cuando sale del colegio. Está en lista de espera 
la número 17 y me dicen que tiene que esperar. 
No entiendo porque otros niños cuyos padres están los dos trabajando tienen 
más prioridad que yo que estoy sola trabajando, cuando ellos tienen más 
recursos económicos y más posibilidades de atender a su hija”.
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En este caso no pudimos ofrecer una solución al asunto, ya que el concepto 
“monoparental” es entendido por la norma de una manera restrictiva. El 
aumento desmesurado de demanda de plazas ha hecho imposible que 
se puedan cubrir todas las necesidades, de modo que se ha hecho del 
todo necesario aplicar con toda rigurosidad el control de los requisitos de 
acceso.

Desgraciadamente, debemos informar de que es la Administración 
educativa la que autoriza el número máximo de plazas de comedor que 
pueden ser ofrecidas por cada centro docente, de manera que si todas son 
ocupadas a principio de curso, tan solo se pueden ofrecer aquellas que 
con ocasión de que algún usuario se dé de baja en el servicio, produzcan 
una vacante.

A veces la dificultad se encuentra en acreditar la mencionada 
monoparentalidad. Tal es el caso de una mujer separada con un hijo de 9 
años que tenía la guarda y custodia de su hijo. Su exmarido estaba interno 
en una prisión en Venezuela, pero no lo consideraban monoparental, ya 
que según la Administración educativa al padre deberían haberle retirado 
la patria potestad del menor. Entendía la ciudadana, y no sin razón, que 
es injusto ya que el proceso para conseguir dicha retirada sería largo 
y costoso, por lo que, en su criterio, estas situaciones deben de estar 
reguladas.

Con respecto al acoso escolar son frecuentes las consultas de padres que 
nos trasmiten su preocupación por las situaciones de acoso padecidas 
por sus hijos en los centros docentes donde se encuentran escolarizados, 
señalando que sus denuncias ante los órganos de gobierno del centro y 
ante la Administración educativa no conllevan actuaciones eficaces para 
poner fin a dicha situación, y donde muchas veces la única solución que 
se les ofrece es el cambio de centro sin modificar las circunstancias de los 
acosadores.

Así hemos recibido más de 100 consultas de personas que denuncian la 
pasividad de la Administración educativa sobre el acoso escolar. Muchas 
llamadas de atención ante un tema que nos preocupa y que ha motivado 
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que -como ya ha quedado reflejado- que este año hayamos elaborado un 
Informe Especial sobre acoso y ciberacoso.

Otro asunto en materia educativa se refiere al problema que conlleva 
la escolarización de hermanos en distintos centros docentes, por las 
dificultades para la conciliación de la vida familiar y laboral. En estos 
supuestos se informa que la ratio en Andalucía es la prevista en el artículo 
5 del Decreto 40/2011, que establece que con carácter general el número 
máximo a considerar por unidad escolar será de 25 alumnos en Educación 
Primaria, si bien, se podrá autorizar un incremento de hasta un diez 
por ciento del número máximo de alumnos para atender necesidades 
inmediatas de escolarización del alumnado con incorporación tardía.

Con respecto a la situación de las instalaciones escolares han sido varias 
las consultas que nos realizan los ciudadanos. Algunas familias nos 
trasladaron su preocupación porque el colegio donde acuden sus hijos, 
después de unas pruebas, había dado positivo en unos análisis de amianto, 
por lo que el AMPA había decidido que los 
alumnos no acudieran al centro escolar ya que 
desde las Administraciones no les dan ningún 
informe acreditando la inexistencia de riesgo 
para la salud de los alumnos. Ello motivó la 
apertura de una investigación de oficio (queja 
16/3000), que finalizó informando la 
Administración de la adopción de las medidas 
necesarias para retirar de los centros docentes 
de Andalucía aquellos elementos compuestos 
por amianto, así como de la elaboración de un 
proyecto de reforma integral de los mismos.

Con la misma temática de adecuación de las 
instalaciones hemos recibido consultas sobre 
instalaciones obsoletas de algunos colegios; 
dificultades de acceso a los centros educativos por existencia de barreras 
arquitectónicas; entre otras. En estos casos nos ponemos a disposición 
de los ciudadanos y asociaciones de padres y madres, para que nos 
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trasladen sus escritos e intentar supervisar o mediar ante las instituciones 
correspondientes.

En la visita del personal de la Institución a la Sierra de Huelva recibimos 
también consultas sobre el procedimiento y normativa de funcionamiento 
de las llamadas “Ludotecas”. Se quejaban los ciudadanos de que los 
centros de Educación Infantil están regulados y controlados por todas 
las administraciones implicadas, sin embargo cada vez más surgen 
sin control establecimientos, tipos ludotecas, que si bien las distintas 
Consejerías de la Junta de Andalucía entienden que no deben prestar los 
servicios que claramente están destinados a los centros de educación 
infantil y a las escuelas infantiles, sin embargo, por falta de una normativa 
clara y especifica que regule a estos establecimientos, hace que los 
Ayuntamientos no puedan o no quieran poner los medios para impedir 
el funcionamiento fraudulento de estos centros, que no ofrecen las 
garantías mínimas exigibles en la atención de la población de 0 a 3 años.

Tras nuestra intervención, la Delegación Territorial correspondiente envió 
recordatorio a los Ayuntamientos sobre las recomendaciones respecto al 
control de los establecimientos de actividades recreativas de la tipología 
“ludotecas” y su funcionamiento como guarderías infantiles encubiertas, 
ofreciendo toda la información, documentación y normativa relativa a 
la autorización administrativa para el funcionamiento de los centros de 
Educación Infantil en Andalucía y el procedimiento a seguir.

3.2.2.3.  Derecho a la vivienda

La pobreza infantil en Andalucía, lejos de mejorar o mantenerse, parece 
que empeora, sobre todo si la comparamos con otros territorios del Estado 
español. Según el informe titulado “Desheredados” elaborado por Save 
the Children, el porcentaje de población menor de 18 años en situación 
de pobreza relativa (cuando se dispone de una renta igual o menor al 60 
por 100 de la renta media estatal) en el año 2015 era del 44,6 por 100, 
mientras que la media del Estado se encontraba en el 29,6 por 100.

Un total de 726.059 niños y niñas viviendo en pobreza sitúan a Andalucía 
como la segunda Comunidad Autónoma con mayor porcentaje de 


